
BOE núm. 243. Suplemento Jueves 10 octubre .1991 21

24667

Magistratura de Trabajo, «debiendo el interesado, por sí o su represen­
tante. comparecer ante la Magistratura de Trabajo el día siguiente
hábil».

Este Tribunal se ha pronunciado ya en dIversas ocasiones sobre las
exigencias que el derecho a la tutela judicial efccliva impone en la
interpretación y aplicación judicial del art 22 de la LP.L de 1980
(SSTC 3/1986. 185/1987, 175/1988, 210/1989, 11311990, 83, 109 Y
117/1991). De la doctrina sentada en estas Sentencias interesa retener
aquí lo siguiente.

Los requisitos contenidos en el citado precepto legal son, en
principio, compatibles con el arto 14.1 de la Constitución. prescindiendo
de su mayor o menor razón de ser (STC 3;1986) y de que ésta sea menos
dara en un sistema de unidad jurisdiccional como el que la Constitución
cstablcrc. que supone que la jurisdicción de trabajo haya dejado de ser
una jurisdicción extravagante o especial fuera del sistema judicial
general (STC 175/1988). Ahora bien. la norrna legal en cuestión no
puede ser objeto de una interpretación rigorista o puramente literal, en
rontradicción con su propia finalidad y al margen de las circunstancias
concurrentes y de la gravedad y subsanabilidad ono de las omisiones y
defectos en los que se haya podiQ,o incurrir, pues tQ(Ioellú es necesario
para determinar si hay proporción o no entre lélsanción qUe supone la
madmisión yel defecto apreciado (SSTC 175/1988 y 129/1990). La

. finalidad del arto 22 de la L.P.L. de 1980 consistía en evitar demoras en
. el conocimiento por parte del Juez de la efectiva presentación del

correspondiente escrito en el Juzgado de Guardia, demoras que redun­
darían en contra de la necesaria celeridad proceSal y,cuando de un
recurso se trate, de los intereses de la partefavotecida por la Sentencia
de instancia (SSTC 3/1986, 185/1987).

En las SSTC 175/1988 y 83 y J 17{1991 este Tribunal se ha ocupado
de supuestos similares al ahora 'planteado. En los tres casos. como,
asimismo, ocurre ahora, la presentación en el Ju~gad()de Guardia del
escrito de formalización del recurso de suplicaCión se realízóel penúl~

timo y no el último día del plazo legal. E igualmente en los tres Casos,
como también sucede aquí, la parte. recurrente compareció el dia
siguiente hábil ante la Magistratura de Trabajo para dejar constancia de
lo anterior. Pues bien, en las mencionadas Sentencias este Tribunal
concedió el amparo por entender que las resoluciones judiciales impug­
nadas no habían valorado correctamente que la comparecencia en
Magistráttira de Trabajo se produjo en todo, Caso dentro del plazo
legalmente establecido para la formalización del ree:ursodesuplicadón.
Dato el anterior que este Tribunal a~rcció que debió bastar para que los
órganos judiciales entendieran suosanado, el defeeto en el que los
interesados incurrieron al presentar el escrito de recurso...-o, cuando
mcnos, para abrirles la posibilidad de subsanar su error.

3. La aplicación de las anteriores premisas al presente 'Caso conduce
necesariamente al otorgamiento del amparo. Es cierto que la deman­
dante presentó su escrito de formalización del recUrso de suplicación en
el Juzgado de Guardia el pem.iltimo y no el último dia del plazo legal.

Sala Primera. Sentencia 18O¡199Lde 23 de septÍemhre,
Recurso de amparo 1.208188. Contra Seniencia del Tribu­
Ilal Supremo conjirmatorla de una anferior de fa Audiencia
Nacional, desestimaloria de recurso interpuesto contra la
denegación tácita por parte del Ministerio de Justicia a
habilítar un crédito para los gastos de dde!l5a de los
ael/sados en el Sumario del Sindrome TÓXico. Supuesla
vulneración del principio de igualdad.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compuesta por don
Francisco Tomas '1 Valiente, Presidente; don Fernando Garcia-Mon v
Gonzálcz-Regueral, don Carlos de la Vega Bcnayas, don Jesús Leguina
Villa, don Luis l:-ópez Guerra y don Vicente Gimeno Sendra; Magistra~
dos, ha pronunCIado

EN NOMBRE DEL REY

la siguicnte

SENTENCIA

En el rcrurso de amparo núm. 1.208/88, promovido por don Ramón
Alaban Pcrramón, representado por el Procurador don Albita Martíncz
Díaz y dcfendido por el Letrado don José Maria Serrct Moreno Gil,
contra la Sentencia emitida por el Tribunal Supremo (Sala Quinta),
dc 10 de mayo de 1988 (r. 234/88), Que confirmó en apelación la dictada
por la Audiencía Nacional (Sala de lo Contencioso-Administrativo,
Sección Primera), el 30 de octubre de 1987 (a. 17.417), de~stimando el
n.:curso interpuesto contra la denegación tádta, por parte del Ministerio
de Justicia, a habilitar un credito de cien miUonesdc pesetas para los
g<1!>tos de defensa de los acusados en el sumarla denominado. del
síndrome tóxico.

Pero tnmbién lo es que compareció el siguiente día hábil ante la
Magistratura d\t Trabajo, esto es, todavía dentro del plazo legal para
intcrponer el recurso de suplicación. La temporaneidad de este dato
obligaba, pues. a los órganos jurisdiccionales a tener por subsanado el
defecto 0, al menos, a abrir el tramite oportuno para Que la parte pudiera
proceder a su subsanación formal. Habiendo comparecido en Magistra~

tura de Trabajo cuando el plazo legal aun no había concluido, habría
bastado con advenir a ta parte de su etror para que hubiera podido
interponer su recurso válidamente.

Al no atender debIdamente, como era txigibte, a las circunstancias
mencionadas, ha de concluirse que las resoluciones recurridas han
rruJilado una interpretación rigorista del art. ~2 de la L.P.L. de 1980, en
contradicción con la. tinalidad de la norma. Esta interpretación lesiona
el derecho fundamental a obtener tutcla I'udicial efectiva sin indefensión
que a la parte le reconoce el arto 14. de la Constitución. al haber
impcd.ido injustificadamente d acceso a un recurso legalmente estable­
cido.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA
AUTORtDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCtÓN DE LA NAClóN
ESPANOLA, ~

tia. decidido

Estimar el reCurso de amparo intcrpuesto por doña Paloma Arias
Ramón y, en consecuencia,

1.0 Declarar la nulidad de la providencia de la Magistratura de
Trabajo núm. 15 de Madrid de 13 de mayo "de 1988, del Auto de la
misma Magistratura,de II de julio de 1988 y del Auto del Tribunal
Central de Trabajo de 28 de noviembre de 1988.

2.° Restablecer a la recurrente en su derecho a la tutela judicial
efectiva.

3.° Retrotraer las actuaciones al momento inmediatamente ante-
rior al de dictarSe la primera de las resolucíones citadas,a fin'de que la
Magistratura de Trabajo (actual Juzgado de lo Social) núm. 15 de
Madrid prosiga el trámite ordinario para la resolución del recurso de
suplicación. •

Publiquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado}}.

Dada en Madrid a diecinueve de septiembre de mil novecientos
noventa y unoe-Francisco Tomas y Valiente.-Fernando García Mon y
González~RegueraL-Carlos de la Vega Benayas.-JesÚs Leguina
ViIla.-Luis López Guerra.-Vicente Girneno Sendra.-Firmado '1 rubri­
cado,

Se ha personado la Administración del Estado, representada por s.u
Abo~do, y ha intervenido el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente el
Magistrado don Luis López Guerra, quien e~prcsa el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

l. ElIde julio de 1988 fue presentada en el registro de este
Tribunal la demanda por la que se interpuso el recurso de referencia, en
el que se solicita que se declare la nulidad de la sentencia del Tribunal
Supremo impugnada, y Que se ordene que se dicte otra restableciendo
el dcrecho fundamental invocado, adoptando las medidas nt..~esarias
para ello, y las demas que procedan en Derecho.

2. La demanda expone los siguientes antecedentes de hecho:

a) El señor Alabart se encuentra procC"sado, junto con 38 personas
más, como consecuencia de la instrucción del sumario 129/81 por el
Juz~do Central de Instrucción numo 3, que terminó desembocando en
juiCIO oral ante la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional, cuya vista
comenzó el 30 de marza de J987.

b) La mayoria de los Letrados Que ostentan la defensa de los
inculpados son Abogados L'n ej«;rcicio libre dé su profesión, y varios de
ellos at.:tuan en e~1e juicio por hahcr sido nombrados de oficio. Las
sesiones de lo: vista son cinco semanales. que ocupan los lunes, martes
y miércofe~ desde las nueve treinta hasIa las ocho horas de la tarde, a
lo que hay que- añadir al menos otro día mjs para analizar las pruebas
practicadas durante la semana y preparar las próximas.

De la complejidad del proceso da fe el que las actas del juicio,
registradas a traves de medios audiovisuales, son transcritas y facilitadas
diariamente a los Letrados, ocupando 5.079 folios las sesiotlcs habidas
hasta el 20 de mayo de 1987, fecha en que- se formalizó la demanda
contencioso-administrativa en la instancia. Estaba prevista entonces In
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declaración de mas de cinco mil testigos, y unos trescientos peritos tanto
nacionales como ex.tranjeros. siendo precisa la tradu~ción oficial y por
las partes de las declaraciones efectuadas por estos· últimos.
, e) La complejidad de este procedimientó. sólo comparable en la

historia jurídica con el proceso de Nurc·mberg, dio lugar a que se
concediera una subvención de cien millones de pesetas a los profesiona­
les que ostentan la acusación particular. Este hecho motivó que los
Abogados de los procesados hicieran diversas gestiones, respaldadas por
el Decano del Colegio de Abogados de Madrid, para que se otorgara otra
subvención para conseguir una defensa efectiva y real en el mismo
sumario, sin resultado práctico. Por 10 cual se presentó escrito al
Ministerio de Justicia. invocando los arts, 14 y 24 de la Constitución
Española, solicitando Que fuese habilitada una suma de óen míllones de
pesetas para la defensa de los aCUSados en el sumario 129;81. idéntica
a la entregada a la acusación particular; y que se hiciera entrea de esa
suma al Colegio de Abogados de Madrid, para que a su vez la entregase
a los Letrados defensores a fin de atender a los honorarios propios y de
los consultores clentificos Que se utilizasen y demás gastos derivados de
la defensa.

d) El recurso contencios04dministrativo -tramitado por la vía de
la Ley 62/1978- contra la dene~ción tácita de la solicittld referida fue
desestimado, tanto por la Audléncia Nacional como por el Tribunal
Supremo.

3. Entiende el recurrente Que la Sentencia del Tribunal Supremo
vulnera los derechos de los arts. 14 y 24.1 de la Constitución. Priva al
actor de la igualdad de armas que consagra la Constitución Española,
toda vez que la cantidad solicitada no es párarepartir entre las personas
físicas qucson parte en el proceso penal como acusadores y como
acusados, sino a sus representaciones legales afio de que puedan tener
los mismos medios de búsqueda de .daHis e investigaciones acerca de la
etiolo$.ía u origen de la epidemia, pudiendo probar--ª,-sJ:.si realmente es
el aecHe el causante de las intoxicacionesmasiv<lsacaecidas éñ-1981 o,
por el contrario, es un producto organofosfo-rado sobre el que no se ha
hecho ningún estudio ni profundizado coma se debiera~

El arto 14 CE. resulta violado. por la subveni;ión otorgada a las partes
acusadoras, sin que sea aceptable la afirmadón de la Sentencia impug­
nada de que «en el seno del proceso y en la realidad de las cosas el
procesado no es igual~que los perjuóicados», pues los lesionados ya se
habian personado en el proceso y habían hecho valer sus intereses,
resultando irrelevante que sean «un bloque muy numeroso y en
situaciones que ellos no han provocado ni querido». pues los procesados
tampoco han provocado ni querido esa situación. Y no sólo la igualdad
de armas sino también la presunción de inocl!flcia quedan mal paradas
cuando se afirma Que el art. 14 CE. no justHka que «quien presunta­
mcnte provoca el evento que se trata de esclare<:er en el proceso,
merezca, además de la defensa que el sistema de enjuiciar le propor­
ciona, una subvención aparte a conceder por encima de un ilícito inicial
del que es acusado».

En segundo lugar. la demanda estima vulnerado el art 24.1 porque
formó parte de la Sala· Quinta, que dictó la Sentencia recurrida en
amparo.. el excelentísimo señor don luis A. Burón Barba, de cuya
integridad personal no se duda en absoluto, pero Que fue Fiscal General
del Estado durante la formación de la causa péna!. Desde su puesto,
como todo cl mundo sabe, dio instrucciones a través del preceptiva­
mente jerarquizado Ministerio Fiscal para acusar, entre otros, al actor,
e incluso para denegar la libertad de quc hablasldopnvado por prisión
preventiva que superó el máximo legal, como 1,enninó reconociendo este
Tribunal Constitucional en su STC 28jl985. Es muy difícil que el ser
humano pueda hacer abstracción de hc<"hos en los que intervino de
forma directa, lo cual es recogido por nuestro ordenamiento juridico al
ordenar la separación entre la instrucción y el juicio Con el fin de evitar
toda influencia o condicionamiento psicológico. Y éste. es uno de esos
casos, sin que se hubiera comunicado a fa. parte. en su momento, la
composición de la Sala conforme sena la el art, 201l0PJ. a pesar de que
el antiguo Fiscal General del Estado era Magistrado suplente del
Tribunal Supremo.

4. ~I recurso fue admitido por providencia de la Sección Cuarta de
estc.Tribunal de 21 de julio de 1988, rcquiriendose el .envío d~l
expediente administrativo yde las actuacIOnes judiciales. El rcquen·
miento tuvo que ser reiterado el JOde octubre siguiente. El· Abogado del
Estado se personó, en la representación que ostenta el 22 de septiembre.
• El. trámite de alegaciones fue abicrto mediante providencia de 7 de
noviembre de 1988.

El Abogado del Estado registró sus alegaciones el I de diciembre de
1988. oponiéndose a la demanda de amparo tanto por razones procesa­
les como, subsidiariamente. de fondo.

En el orden procesal indicó tres defectos del recurso. que debían
llevar a su desestimación. Primero, que en nmgun caso cabia atribuir las
lesiones constitucionales a los actos dictados por los órganos jurisdiccio­
nales contencioso-administratívos {art. 44 LOTC}. En segundo lugar,
que la decisión de subvencionar era imputable al Senado, no habiendose
cumplido. los requisitos temporales y de otro carácter exjgidos por el
arto 41 LOTC En tercer lugar que ha sc habia producido acto presunto
alguno susccptible de ser impugnado ante los Tribunales.

El Abogado del Estado razona que la actuación de la Administración,
al entregar los cien millones de pesetas a los Abogado~ y Pr~curadores
de las víctimas personadas en el proceso penal, no es susceptible de dar
lugar a un recurso de amparo. Su intervención se debe a las normas de
gestión presupuestaria. Que imponen la autorización del gasto y la
ordcnación del pago. pero quedó limitada a ejecutar la previa decisión
adoptada por el Pleno del Senado. La Administración actuó vinculada
por el mandato parlamentario. siquiera sea una vinculacio~ menos
intensa que cuando ejecuta wna normá legal .. pues el GO~17rno es
políticamente responsable en caso de no segUIr las proposlch:;mcs o
mociones de las Cámaras (art. 66.2 C.E.). A lo sumo habna que
considerar Que la vulneración denunciada tiene una imputación múlti­
ple. al haber sido ocasionada por ef Sena~o;. aunque en sl:l ?pini~',l, af
provenir la decisión de éste. y haberse limitado la AdmlnlstraelOn a
ejecutarla, lo procedente hubiera sido interponer> el amparo di~e~ta­

mente contra la Resolución parlamentaria. cumpliendo los requIsitos
establecidos parel arto 42 LOTe. la personalidad juridica úni~a ~e la
Administración resulta indiferentc. pues dejando al margen su SlgOlfi9'l­
ción en el·plano subjetivo. en el objetivo alcanza, como mjxim.o..a lo
patrimonial; habiendo una nítida diferenciación entre los dlstmtos
poderes del Estado en ef proceso constitucional (arts. 41 y ss. LOTC).

En cualquier caso. la selección del Ministerio de Justicia como
órgano responsable es del todo caprichosa y arbitraria, explicada por el
propio actor por una eventual sensibilidad mayor de este DeJXIrtamento
a los derechos y libertades fundamentales de la persona, y que no fue
debida a desconocimiento del funcionamiento interno de los·órganos del
Plan. Nacionl;!:l para el Síndrome Tóxico, que estab.a ~dscrito a la
Presidencia del Gobierno (Realcs' Decretos de 25 de JUOIO de 1982 y
de 19 de octubre de 1981}. Por consiguiente, al haberse deducido la
petición de subvención ante un órgano manifiestamente incompetente,
no sehobria producido ningún acto presunto de denegación que fuera
susceptible de recurso contencioso-administrativo. Y. a! no ~epcnder.d~1
mismo Departamento Ministerial. los órganos del Mmlsteno de JUStiCIa
no lcnían· el deber de remitir las actuaciones al Plan Nacional del
Síndrome Tóxico (art. 8.2 LFA). Los interesados tiencn la carga de
concretor la competencia del órgano administrativo al que dirigen sus
solicitudes., al menos entre los distintos Ministerios.

En cuanto al fondo. el Abogado del Estado estima que hay que
excluir completamente una segunda cuestión Que t;l ~ecurrente. intr~uce
en la principal. a saber, el coste de las pruebas pen~Iales para Identlfic~r

la Causa de-! síndrome tóxico; y ello porque el objeto del acto q.ue dIO
lugar al agravio comparativo se dirigía, exclusivamente, a retribUIr a los
Abogados y Procuradores de los afectados. Desde esta perspectiva,
resulta dtrro que no se ha efectuado ninguna discriminación. El art. 14
C.E alude a «personas», por lo que es arbitrario utilizar como término
de comparnción las «partes procesales» (víctimas personadas como parte
acusadora, y acusados), que es una situación puramente contingente y
accidental; el término real de referencia son los afe~tados (22.000
lesionados, más de 500 fallecidos), que se encuentran obViamente en una
situación diferente a la de los acusados. En ningún momento el
recurrente ha discutido las diferencias en el plano económico, subraya­
das por la Sentencia impugnada, al ser los afectaQos por la intoxicación
de econorríías modestas.

Tampoco entiende vulnerado el art 24.1 CE.. pue~ la subv.enc.i~n
otorgada se encuentra en la mis.ma linea Que el benefiCIO de ~ }UStl.C.13
gfi;Ituita: es un simple mecanIsmo favorecedor de la partlClpaclOn
procesal. Que no se dirige a propiciar una detcrminada solución material
del litigio, sino a favorecer la defensa en juicio de un gran número de
pcrsonas. El que se haya otorgado al margen de los mecanismos legales
permile dos tipos de explicaciones: 1) La subvención se encuadra en un
amplio contexto de medidas de apoyo a los perjudicados por el
síndrome tóxico. adoptadas a iniciativa de las Cámaras legislativas, que
se justifkan por las singulares cin.:unstancias de la enfermedad padecida,
que afectó a un gran número de personas, era no~ed?sa, y reQ.u~:ía un
tratamu:nlO complejo; y 2) en el plano del JUICIO, permltlO ~na

simplificación preferible a que cada uno de los 25.000 afectados hubiera
hecho uso de su derecho a defenderse con Procurador y Abogado, y un
¡¡bnratamiento en el cos.to para el Estado notablemente superior a la
sub\'Cnción; tanto en instalaciones sede de las sesiones, como en el coste
prt'surnibk de tramitarsc el correspondiente procedimiento por cada
af('ctado con derecho a justicia gratuita.

Por otro .Iado, no hubo ninguna disminución ° perjuicio en los
derechos de defensa de los acusados. Y de ningún modo resulta
admi~iblc que los acusados recaben. no la ayuda que podría entenderse
otorgada a cada una de las victimas. sino la otorgada al conjunto de
aquéHos.

6. El Ministerio Fiscal informó, en 9 de diciembre de 1988, en
sentido dcsfavon:Iblc a la reclamación de amparo.

Preliminarmcnle, señaló que la desigualdad denunciada como discri­
minatoria, en modo alguno tiene su origen en el fallo del Tribunal
Supremo, sino -si.cxisle- en el acto omisivo del Ministerio de Justicia.
Por lo que, a pesar de su deficiente planteamiento y de la petición
deducida, debe entenderse que es un rel'urso de amparo ex art. 43
lOTe, aunque incluya una impugnación aulónoma contra fa Sentencia,
lo Que lo con'.'ierte en mixto.
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Entiende que carece de fundamento la denuncia por la intervención
de un Magistrado acusado de ser- objetivamente sospechoso de parciali·
dad, por haber sido Fiscal General del Estado durante 'la tramitación de
la causa de referencia. Aunque la demanda no se cuida de concretar la
causa legítima de recusación a que alude. parece que debería, ser la de
haber intervenido en la causa como Fiscal (contemplada en el 3rt 54.4
LE.Crím. y en el arto 219.5 LOPJ). Lo cual resurta ajeno al dercrho a
la tutda judicial. encuadrándose en eldcrechqal JUel ordinario
predeterminado por la Ley (STe 47/1982 y 44/198-5). Pero ni se formula
petición alguna apropiada a la vulnemcíón alegada. ni tiene base
constitucional: desempeñar la Jefatura de la cartera fiscal ilo supone ua
inhabilitación legal para intervenir en cualquier asunto judidal que
pueda guardar una relación con causas criminales; la causarle recusación
no tiene una eficacia gcncrica. sino para una causa Q. asunto judicial
singular. pues mira al Fiscal que intervino en el asunto de que se trata,
y no a cualquier otro. El Magistrado de modo alguno intervino, ni como
Fiscal ni de ninguna manera. en el asunto s:ometido a conocimiento
judicial por denegación de la cantidad solicitada¡>ar el interesado.

Asimismo estima ql.lc no hubo vulneración del derechO a la
«igualdild de armas y medios», situada en el arto 24.1 mejor que en el
art. 14 CE.• pues las dos partes en el proceso penal -acusadores y
defensores no han sido tratados desigualmente sin cllusa alggna que lo
justifique. Con carácter previo se suscita una c-ues,tión 'de legitimación.
pues al haber sido destinada la suma a los Abogados Prpcurad'ores de<las.
partes, habiéndoseles abonado a ellos directamente. setia:n los'profesio­
nales que representan y defienden a los acusarlos 10$ interesados en la
igualación. Sin que se aclare como puede redundar en una mejor yrnás
eficaz defensa judicial el que estos profesionales·obt\l:viemn tal ventaja
económica, que lógicamente habria que añadir a los honorarios propios
de su designación~ y sin que pueda enttarsea indª,garla ~ibilidad de
emprender una nueva investigación cientifica.pu~s tacantidad fue
entregada solamente para abonar minutas, y ádérriásporqueeI propio
actor reconoce que no se han alcanzado condusioné's cientificas ciertas
después de haberse gastado 29.000 millones de pe~las.

En cualquier caSo. la tesis de la demanda ha de ser rechaz.ada. Dentro
del proceso, la posición de los defens'Ores y de los acusadQfCS es en sí
misma distinta, en atención a la diferente función que llevan a cabo en
su seno. sin Que se haya argüido nada serio acerca deo la igualdad de las
partes dentro de la estructura formal del propiopi""6cesú.Las diferencias
relevantes existen antes y fuera del pf()ceso. e íiTlíJiden hablar de
discriminación. pues la subvención fue destinada a ·.105' damnificados,
aunque se refiera a su defensa jurídica.. slcndo inadrn:i,siblecorrtparar a
los perjudicados pór los hechos perseguidos y a los Que con su conducta
han dado lugar a esos perjuicios. Afirmación que no supone una Quiebra
de la presunción de inocencia. pues en lodo proceso crirri-inai hay unas
victimas y unos presuntos culpables. entre los que el mero sentido
común establece una nítida diferencia, con la legítima consecuencia de
un posible tratamiento asimismo diferente.

En realidad la diferencia que se considera injustificada habría que
buscarla en la decisión del Senado, sin que el Ministerio de Justicia
pudiera ampliar los efectos de la decisión adoptada por ·Ia Cámara
legislativa. que formaba parte de un paquete de medidas para proteger
a- los afectados. Se podrá discutir la conveniencia u O¡>artuilidad de
costear los gastos forenses de las acusaciones, pero no hay razón para
que esa oportunidad se extienda a otros.

7. La parte recurrente formuló alegaciones, ingresadas en el Regis­
tro el dia 9 de diciembre de 1988. reafirmando los argumentos expuestos
en la demanda. La tragedia que se cernía sobre parte de España al
principio de la década de los 80 es conocida bajo el nombre desindrome
tóxico porque se desconoce la auténtica etiología de la enfermedad. que
fue atribuida sucesivamente a diversos agentes, centrándose finalmente
en determinado aceite que dio lugar al procesamiento de diversos
industrailes que lo envasaron. produjeron o importaron. Ni el Juzgado
de Instrucción ni la Audiencia Nacional aceptaran investigar los
productos organofosforados que. a juicio de las defensas de los implica­
dos, era el verdadero origen· de la enfermedad; y es más, el Estado
español, .lunidad juddica, concedió en 1983 a la acusación particular la
cantidad de 100.000.000 de pesetas, creando una d~sigualdad de medios­
de defensa porque a los procesados les era imposibleoptenercréditos o
disponer de bienes para organizar su defensa. tras haber sido embarga­
dos sus patrimonios por cuantias de miles de. millones de pc:setas.

No se ha permitido a la defensa poder efectuar las investigaCiones o
practicar las pruebas pertinentes debido a su alto coste, en un proceso
eminentemente técnico, I;'uya parte fundamental es precisamente discu·
tir la etiología de la enfermedad.

Todo ello, que no debe ser confundido con un agravio comparativo
ni con una asistencia benéfico social a los afectados sino una entrega de
medios a la acusación particular. ha desequilibl;ado la «igualdad de
armas» señalada por el Tribunal Europeo de Derechos Humanos (caso
Bónisch, de 6 de mayo 1985, y otras Sentencias), violando los arts. 6
CEDH. 14 PIDCP Y 14 C.E.

. Vulneración agravada porque al resolver en grado de apelación, la
Sala Quinta del Tribunal Supremo estuvo integrada por quien fue Fiscal
General del Estado, que intervino en el proceso penal en el que se
planteó el problema de las subvenciones. A lo que se anade que varios

de sus familiares están afectadós por el llamado síndrome tóxico. Lo
cual viola también d art. 24.1 C.E. amén del arto 6.2 CEOH.

8. De las actuaciones remitidas por los órganos judiciales y por el
Ministerio de Justicia se desprende diversos datos de interés para el
presente recurso:

a) En el proceso penal ante la Audiencia Nacional (Sala de lo Penal.
Sección Segunda, rollo 2G8-81. s. 119-80 se había ordenado, mediante
providencia de 16 de febrero de 1987. que se efectuase una prueba
pericial médica con un presupuesto de 8.000.000 de pesetas. Mediante
providencia de 6 de abril de 1987 se acordó oficiar al Ministerio de
Justicia acerca de otra petición de prueba pericial formulada por
diversos procesados -incluido el Sr. Alabart-, «atendidos los criterios
normativos contenidos en los arts. 24t. 242 Y358 y siguientes y 465 de
la Ley de Enjuiciamiento Criminill». «por si. en el adecuado marco legal
y rcglameAtario, C"Stima oportuno adoptar algü,n acuerdo sobre la
financiación· interesada». La pericial consistía en trabajos o estudios
poligráficos del sueño, a realizar a los afectados del sindrome tóxico en
el Hospital Provinciat d~ Madrid, con un presupuesto de 38.5 millones
de pesetas. En el expediente administrativo consta que el Director
general de Relaciones con la Administración de Justicia (Ministerio de
Justicia) rindió informe ante el Tribunal penal, comunicando que
aunque los gastos derivados de la práctica de la prueba pericial han de
SCr de cargo de la parte que la· propone. salvo en el supuesto de que fuera
declarado pObre o insolvente, de conformidad con la LE.Crim. y el Real
Decreto de 15 de octubre de 1990, el Ministerio «podría valorar ·Ia
posibilidad de arbitrar los medios necesarios para que pudiera llevarse
a Cabo la prueba qUe se propone», «en aras de los-supremos intereses de
la Justicia y si el Tribunal entendiera que la práctica de la prueba que
se pretende resulta imprescindible para la exacta determinación de las
responsabilidades derivadas de las conductas que se imputan a los
procesadoS»; siendo necesario considerar su realización por peritos que
perciban retribuciones fijas del Estado, a los efectos económicos
dispuestos por el art. 46; L.E.Crirn.

b) En el transcurso del proceso contencioso adminsitrativo ante la
Audiencia Nacional fueron precisados diversos datos. El principal se
refiere a la Orden comunicada de 30 de amrzo de 1984, que autorizó al
Coordinador Generál del Plan Nacional para el Síndrome Tóxico que
destinara hasta 100.000:000 de pesetas para que los afectados querellan­
tes hagan frente al pago de las minutas de los Abogados y Procurados
que los defienden y representan en el Sumario 129~81: fue firmado por
el entonces Ministró de la Presidencia, Excmo. Sr. Moscoso del Prado
y Muñoz, una vez «considerada la PDSlbilidad de cumplimentar la
recomendación» incorporada en la conclusión octava de las aprobadas
por el Pleno dcl Senado de 21 de junio de 1983, «como nuevo mandato
parlamentario a la Admínistración»; y fue localizada en virtud de las
diligencias ordenadas por la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional,
a instancia de los acusados. aportadas luego a los autos del contencioso
administrativo, y su autenticidad'fue confirmada por diversas autorida­
des del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social que habían asumido
parte de las competencias del extinguido Plan Nacional para el Sín­
drome Tóxico (el Subsecretario del Departamento. y la Oficina de
gestión de prestaciones económicas y sociales del Síndrome Tóxico),
me<!iante escritos fechados el 30 de junio y el 4 de septiembre 1987.
Igualmente quedó acreditado en el proceso que el Colegio de Abogados
recibió, el II de mayo de 1984 y el 6 de enero de 1985, las cantidades
de 60 y 40 millones de pesetas respectivamente, de las que 23 millones
fueron entregados al Colegio de Procuradores. y 77 millones fueron
emregados a los Abogados de las víctimas personadas en el proceso
penal conforme a los criterios de reparto acordados entre los mismos.

9. Por providencia del 16 de septiembre de 1991. se acordó fijar
par.;¡ la deliberación y votación de la presente Sentencia el día 19
siguiente.

11. Fundamentos juridícos

l. El presente recurso de amparo plantea una cuestión principal,
consistente en determinar si la denegación por parte del Ministerio de
Justicia de una subvención de 100.000.000 de pesetas para la defensa de
los acusados en un prQceso penal, denominado del síndrome tóxico.
idéntica a la entrega a los afectados que se habían personado en la causa
como acusadores, vulnera o no el derecho fundamental a la jgualdad
garantizado por el arto 14 C.E.

Pero antes de entrar a conocena es preciso examinar las objeciones
de carácter proc-esal Que opone el Abogado del Estado. Dos de ellas son
de menor entidad. Pues. en primer lugar, resulta evidente que el que la
vulneración del art. 14 C.E. no pueda ser impulacla de manera directa
e inmediata a las Sentencias dictadas por los órganos coñtencioso
administrativos. sino a la denegación que la.Lcy presume por el silencio
de la Administración. no l1eva a desestimar el amparo solicitado. sino
a encuadrarlo en el arto 43 LOTe. con arreglo al cual es perfectamente
admisible.

Y, en segundo lugar, que el interesado se hubiera dirigido al
Ministerio de Justicia. en veZ de al ahora extinto Ministerio de la
Presidencia, resulta igualmente irrelevante. El ahora recurrente se dirigió
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en su momento a la Administración, quien no dio respuesta expresa
algun3 a su solicitud, ni sobre la pretensión deducida ni sobre la
eventual incompetencia del órgano administrativo al que la petición se
dirigia. En estas circunstancias, es evidente· que la Administración no
puede verse beneficiada por el incumplimie,ilto de su obUgación de
resolver siempre expresamente (STe 6/1986. fundamento jurídico 3c).
Resulta por ello de aplicación en este supuesto la técnica del silencio
negativo, como ficción le$31 que responde a la fina,Jidad de que el
administrado pueda, prevIOs los recursos ~rtinentcs, llegar a la vía
judicial superando los efectos de la inactivIdad de la Administra¡;ión,
Alcanzar la conclusión que propugna el AbQgado del Estado, de que.
debido a la eventual incompetencia del Ministerio a Quien dirigió su
petición el Sr. Alabart. el silencio administrativo no resulJaba suscepti­
ble de recurso judici;;¡l, Ilcvari;;¡ a infringir su derecho fundamentaJ a la
tutela judicial efectiva, que enuncía el arto 24~1 de la Constitución.

2. El Abogado del Estado también considera procesalmente invia­
ble el presente recurso porque la decisión á la que resultaría imputable
la discriminación que en él se ataca no proviene de la Administración,
sino del·Senado. incumpliéndose el plazo y los-qcm.ás requisitor.exigidos
por el arto 42 LOTe para solicitar amparo constítu.¡;;ional contra los actos
sin valor de Ley emanados de una Cámara parlamentaria. No obstante,
la excepcióR tampoco puede. ser acogida.

El-Pleno del Senado aprobó por unanimidad. en la sesión celebrada
el 21 de junio de 1983. las conclusiones que «como nuevo mandato
parlamentario a la Administración» había· recomendado. la Comisión
Especial de Investigación del Sindrome.lóxico.. De.entre un total de
veintiseis conclusiones, relativas a cuestiones·,.taJes como Iaatenetón
médica y social de los afectados. su reinse-rción social y escolar, el
;cguimiento de los enfermos o la destructión del aceite tóxko almace~
nado, se aprobó una conclusión octava delslglúente ténor.

«Se recomienda qUe por la,Administración se estudie la
posibilidad de que. con cargo a 19s Pre~upue:stos especifi­

.cos del Plan Nacional para el Síri<ltome Tóxico, se subven­
cione a los afectados para que pu~dan hacer frente al pago
de las minutas de los Abogados y .Procuradores que los
defienden y representan ene} sumario 129/J981, que se
instruye en el Juzgado Central numero 3 de Ja Audiencia
Nacional». (B.O.C.O. 1:26, 1J mayo 1983. p. 373, YDiario
de Sesiones de 21 de junio de 1982).

«Considerada la posibilidad de cumplimentar la recomendación
aludida», el Ministro de la Presidencia dictó Una Orden comunicada
c-I 30' de marzo de 1984 en la que dispusó ailtorizar al. Coordinador
General del Plan Nacional para el Sindrome róxico para que pudiera
-destinar, con cargo a sus créditos del Pr<:'suP,\iestopara 1984, hasta
100.000.000 de pesetas «para quelosa(ectatios querellantes hagan
gerente al pago de las minutas de los AbO~dós y Próéuradores que los
defienden y representan en el Sumario 129/1981, que se ¡nst,roye en el
Juzg:¡do Central núm. 3, de la Audiencia Naciónal, conJaintervención,
en todo caso, de los ilustres Colegios de Abogad,os y Procuradores de los
Tribunales de Madrid»; facultándole, asimismo, para que dictase la
resoluciórr adecuada para establecer los mecanismos de distribución de
dicha subvención. El reparto fue realizado autónomamente par los
Colegios Oficiales de Abogados y de Procuradores de Madrid, a quienes
fueron entregados los fondos.

Que la Administración otorgase la subvcn<:ÍÓncontrovertida por
indicación del Senado no altera en absoluto ni su competencia ni su
responsabilidad respecto de sus actos. Las Cámaras legis,lativas sólo
p'uede~ aprobar leyes mediante una actuación -conjunta del Congreso de
los DIputados y del Senado, y sólo mediante leyes debidamente
promulgadas y publicadas pueden establecernonnas jurídicamente
vinculantes para el Gobierno y'la Admínistración del Estado (arts. -66,
90 y eones. C. E.). Las mociones que cada una de ellas por separado
puedan aprobar, manifestando su posición respecto de cualquier asunto
de ínterés general. revisten una indudable aUClOrlltlS-; y su incumpli­
miento por parte del Ejecutivo puede desencadenar la ex.igencia de las
responsabilidades' politicas previstas, con carácter general. en el
Título V de la Constitución. Pero, como pone de relieve su denomina­
ción tradicional de proposiciones no de ley, y cama indica expresamente
el art. 174 del Reglamento del Senado; tales mociones plasman, previa
deliberación, el pronunciamiento de la Cámara sobre textos de carácter
no legislativo. El que los órganos de la Administradón decidan seguir las
recomendaciones contenidas en modones parlamentarias no convierte,
obviamente, las actuaciones administrativas en actuaciones parlamenta­
rias. impugnables por la vía del art. 42 LOTe. Por lo Que la objeción
formulada por el Abogado del Estado debe decaer.

3. El fondo de la cuestión consiste en determinar si la Administra­
ción pudo ¡¡citamente denegar la subvención solicitada por el actor para
que se financiase su defensa, y la de tos demás acusados de provocar o
hacer posible la masiva intoxicación objeto del proceso penal abierto
contra ellos, cuando había otorg;;¡do una cantidad igual para subvenir los
gastos forenses de los acusadores particulares.

Con carácter preliminar hay que precisar Que la desigualdad atacada
como discriminatoria no proviene del Tribunal que conocía de la causa.
sino de una actuación externa al proceso, realizada por la Administra­
ción del Estado a través del Plan Nacional para el Sindn;>me Tóxico. Es
cierto Que. como afirma el Ministerio Fiscal, el derecho a la igualdad de
armas procesales no encuentra su fundamento en el arto 14 de la
Constitución. sino más bien en su arto 24. como hemos mantenido desde
la STC 4/1982 (fundamento juridico 5.°). por lo que es en ese contexto
en el que normalmente han de ser analizadas las quejas de vulneración
de tal principio (STC 191/1987. fundamento jurídico 1.°). No obstante,
las drcunstancias del presente caso obligan a tener simultáneamente en
cuenta las perspectivas Que ofrecen el principio general de igualdad ex
arto 14, y el imperativo de paridad de partes ex art. 24, pues el primero
prohibe que la Administración discrimine indebidamente entre los
dudadanos implicados en un proceso, y el segundo acentlla esa
prohibición cuando la discriminación tiene como resultado un desequili­
brio procesal.

Ahora bien, si se atiende al tenor literal de la ayuda otorgada por el
Ministerio de la Presidencia, de quien dependia el Plan Nacional para
el Síndrome Tóxico, resulta indudable que ni ha discriminado al senor
Alabart. ni ha desequilibr;;¡do su situación dentro de la causa penal
seguida contra él.

Lo primero. porque la entrega de los 100.000.000 de pese1as para el
pago de los honorarios de los Abogados y Procuradores que representa­
ban y defendían en el proceso a los afectados por el síndrome tóxico se
cnmarcan en un conjunto de medidas de diversa índole (médica y
farmZlcéutica, asistencial, escolar, etc.), adoptadas por los poderes
públicos en una situación excepcional para afrontar las graves les.iones
y daños padecidos por un conjunto de- personas a causa de una
intoxicación masiva. La medida en cuestión. una sobre un total de 26
que había a-probadoelPleno del Senado en su sesión de 21 de junio de
1983, cobra sentido porque los órganos judiciales- en ejercicio indepen­
diente de. sus propias atribuciones. habían iniciado dili~encias penales
por haber tenido noticia de que hechos relacionados con la catástrofe
podían ser (:onstitutivos de delito, lo cual simultáneamente justificaba
que los afc-ctados persiguieran sus legitimas intereses mediante el
ejercicio de las aCCIOnes penales y civiles pertinentes, y que se les
ayudar;;¡ a contar con los medios necesarios para hacerlo. Ayuda que, por
sI! propio contenido, se limitaba a dotar de una efectividad real los
derechos a la defensa y a una tutela judicial efectiva de que también
gozan los ofendidos por los delitos y faltas, y que responde a una
creciente preocupación por los derechos de las víctimas en el proceso
penal. que ha encontrado expresión en la recomendación mimo R (85)
11 del Comité de Ministros del Consejo de Europa, y en otros textos
internacionales que recogen este tipo de medidas.

Naturalmente. el actor no discute la licitud de I;;¡ ayuda otorgada a
los perjudicados. sino que se le denegara. a el a pesar del principio
general de igualdad proclamado por el arto 14 C.E. Desde luego, es
preciso coincidir con su afi.rmación de que los poderes publicas no
solamente tienen obligacJones respecto de las victimas de los delitos,
sino también respecto de quienes se ven acusados en un proceso penal;
acusados que no son en absoluto «presuntos culpables», como incom­
prensiblemente llega a afirmar el· Fiscal haciendose eco de una desafortu­
nada expresión de alguna de las Sentencias impugnadas, sino presuntos
inocentes que se encuentran en pleno goce de sus derechos constitucio­
nales. Entre los que se incluyen los derechos. alegados en distintos
momentos por el actor, a la defensa y a la asistencia letrada, cuya
conex'ión con la idea misma de proceso y con los fundamentos del
Estado de Derecho es innecesario subrayar, y que son derechos que en

. el Estado social que instaura la Constitución requieren que la garantía
material de su ejercicio por los despo.scidos no descanse en un 1111l11llS
hOIlVrijiCllfl1 de los profesionales del foro (STC 42/1982, fundamento
juridico 2.0

). Y si estos derechos son· predicables de quienes comparecen
como acusadores paniculares, ejerciendo acciones como perjudicados
por c-I hecho punible (STC 30/1981), con mayor razón son predicables
de Quienes se ven sometidos a proceso en calidad de acusados, pues ellos
son los destinatarios- primigenios de estas garantías' cons~ítucionales.

Lo que ocurre es que los beneficiarios de la ayuda que el actor toma
como punto de referencia para exigir otra igual se encuentran en una
situaóón absolutamente excepcional y completamente distinta a la suya.
Segun los datos oficiales que fueron tenidos en cuenta por los Senadores
al aprobür la recomendación Que dio lugar a la subvención por parte de
la Administración, los afectados por el sindrome provenían de los
«sustratos de la sociedad económicamente mas débiles»; sin necesidad
de recordar todos los datos que con detalle se recogen en el anexo al
dictamen de la Comisión Especial de fnvestigación del Sindrome Tóxico
(publicado en el B.O.C.G. 1;26. de 11 de mayo de 1983). es significativo
que de la población activa afectada l;;¡ mayoda eran obreros, empleados,
agricultores y empicadas de hogar; más de la mitad del total de
damnificados se dedicaban a sus labores: y Que el 19 por lOO de los
miembros de las familias dañadas se encontraban en paro. Este cuadro
fj('tico hace que resulte razonable la suposición de que la gran mayoría,
si no todos· 105 damnificados por el síndrome tóxico. hubieran obtenido
el rcconocimil.:'nto de su derecho ajusticia gratuita, Que es la premisa en
que se apoya la ayuda otorgada por [os poderes públicos. Pero, como



BOE núm. 243. Suplemento Jueves 10 octubre 1991 25

apunta con razón el Abogado del Estado, la repercusión que hubiera
provocado la comparecencia en el proceso de los 20.000 atb:tados (en
el momento de adoptar su moción el Senado el censo -oficial. aun no
definitivo era de 19.776), hubiera sido gravémenle negativ.a. tanto en
dilaciones como en costes. Las leyes de enjuiciamiento vigentes exigen
que el derecho á la justícia-gratuíta se determine de manera índividuali~

zada. con intervención del Ministerio Fiscal y posihle oposición de la
otra parte. tanto cuando se «habilita de pobreza»- por notoriedad o
insolvencia judicialmente declarada, como cuando se declara expresa­
mente el der«ho (L.E.Crim. arto 128 y eones.). Resultan, por tanto,
evidentes las negativas,consecuencias que habrían rtsuJtado, de seguirse
los cauces ,h~bituales de habilitación de pobreza y nombramiento de
Letrado de oficio a un gran número de ;¡fcctados. d-ilatando y compli­
cando extraordinariamente un procedimiento por sí mismo complejo.
la subvención forense a los damnificados por el síndrome tóxico se
justifica sobradamente por la sustanciación de una causa penal en la que
había cerca de 20.000 perjudicados con derecho a personarse. y, en gran
numero, a solicitar el reconocimiento de su derecho <J'justicia gratuita.
Por el contrario, y en lo que se refiere al recurrente, -contaba con
profesionales Iíbrcmente designados por él y a su costa:, por lo que no
cabe habla~ dada la diferencia de situación de discriminaciQt)..

4. Tampoco puede sostenerse seriamente que la subvcndón- otor­
gada por fas servicios responsables del síndrome tóxico para abonar las
minutas de los defensores de los perjudicados, haya desequilibr-ado la
situación procesal de acusados y acusadores en el seno del-proceso penal.
En un primer nivel de análisis es evidentequeeUo n<:lha sido así, pues
todos han contado con la preceptiva asistencia letj1lda, y. no existe
indicio alguno de que nadie que adolepie,ra: de irtsu-fieient;iade recursos
haya sido privado de la posibílidadefectiva de ser defendido en el
transcurso de la causa penal (STC 28/198l), y mucho- metlóspor Tazoo
de la subvención de referencia, que es el únil:oaspec{o que podemos
entrar a considerar en este recurso de amparo.

Pero aun_profundizando en un segundo nivel, dadq que la Constitu­
ción concede protección al derecho a la asistencia letrada gratuita no en
sentido teórleo o ideal. sino como derecho real y efectivo (STC 47/1987,
fundamento juridico 2.~. es preciso mantener la mismaconciusión de
que la subvención no ha roto la paridad de las partes acusadoras y
acusadas, pues nada alega el demandante, ní aparece en las actuaciones
judiciales, que lleve a pensar que las respectivas defensas han desfalle­
cido en el cumplimiento de sus deberes por insuficiencia de sus
honorarios. Que el juicio oral abierto en las fechas· en que el actor
solicitó la ayuda pública era complejo. largo. y que iba a exigir una
dedicación completa de los Letrados lfitervinientesesalgo que no cabe
poner en duda. Pero eso, lógicamente, debía tener su reflejo en la
adecuada compensación mediante los honorarios; Y tloconsta fin$ún
dato que induzca a pensar que el actor no podía afrontar su pago ni de
que, en caso negativo, hubiera instado el reconocimiento del derecho a
justicia gratuita, y de que los correspondientes. fondos hubieran sido
absolutamente inadecuados para asegurar una défensa razonable, a pesar
del cumplimiento del deber profesional de defensa de oficio asi.1~

mido por la profesión forense (art. 57 Estatuto General de la Abogacía
de 1982, arto l3 del Estatuto General de los Procuradores de 1982). Por
todas eStas razones acumuladas, es manifiesto que de ningún modo
puede aceptarse la tesis de que la subvención a los perjudicados
personados en la causa rompiera la igualdad de 'armas procesales.

5. Lo que en realidad suscita el señor Alabart en su recurso de
amparo es el problema de la financiación de diversas pruebas, que
estima imprescindibles para procurar su defensa.. Desde su inidal
petición ante el Ministro de Justicia, viene reiterando que la suma que
solicita -en cuantía idéntica a la entregada a la acusación particular- es
para que se entregue a los Letrados defensores a fin de atender a los
honorarios propios y de los consultores cientifico$ que se utilízasen, y
demás gastos derívados de la defensa.

Es indudable que el proceso por los hechos dcsc-ncadenantes del
síndrome tóxico recae sobre una materia eminentemente !éCmca. tanto
por su objeto en si como porque el. debate procesal se ha polarizado
accrca de cuáles han sido las causas reales de esta enfermedad,
previamente desconocida. Y tampoco puede abrigarse duda ninguna de
quc la linea de defensa seguida Q.Qr los Qr.oq~sa99s,_:fJ.irigjq~JI º,cSfargllr
los males del sindrome en determinaaos productos orga-noTosforados,
requería la práctica de unas pruebas, e incluso de di-versas investizacio­
nes fácticas y de estudios cientificos, de un coste elevado. pero el
planteamiento efectuado por el actor dentro del presente recurso, desde
la óptica del principio de igualdad, es totalmente infundado. ya que el
mero hecho de la entrega a los acusadores de una cantidad de dinero no
permite presumir, sin más, que los acusados carecen de los medios
económicos necesarios para su defensa: a lo que se añade el dato.
igualmente determinante, de que los cien mHlones de referenda fueron
destinados exclusivamente al pago de los honorarios de Abogados y
Procuradores, no a la realización de investigación lJ prueba de cargo
alguna. No cabe, ~r tanto, estimar la existencia de discriminadón
respecto a la habilitación de recursos económicos destinados a la
práctica de pruebas periciales, pues la cantidad· puesta a disposición de
la defensa de los afectados no se destinó a la práctica de pruebas.

6. La demanda de amparo suscita olra cuestión, al estimar Que la
formación de uno de los Tribunales que conocieron de su recurso en la
vía judicial previa al actual proceso constitucional provocó una vulnera-­
ción añadida a la causada por la Administración. contraria a su derecho
fundamental.al Juez imparcial. Su queja se cifra en que formó parte de
la Sala que resolvió el recurso de apelación contra la Sentencia de la
Audicncia Nacional un Magistrado que, en su anterior calidad de Fiscal
General de! Estado, había intervenido en la causa penal del síndrome
tóxico, dando instruccIOnes al Fiscal para acusarle y para oponerse a que
se le concediera la libertad condicional.

Es preciso cntrar a examinar en el fondo esta queja constitucional.
pues es autónoma respecto de la discriminación aducida con caracter
principal, y el recurrente no tuvo ocasión alguna de conocer y oponerse
a la participación del señor Burón Barba en la resolución de su recurso
de apelación. Como hemos señalado en anteriores resolucíones, los
Tribunales t-iene el deber de poner en conocimiento de las partes la
composición de la $ccción o de la Sala que ya a juzgar el litigio o causa,
lo que, entre otras cosas hace posible que puedan ejercer su derecho a
recusar en tiempo y forma a aquc110s Jueces o Magistrados que pudieran
incurrir en causa para ello; derecho de recusación cuyo ejercicio diligente
es, a su vez, presupuesto procesal de un posterior recurso de amparo en
defensa del derecho fundamental al Juez imparcial, pues normalmente
ese incidente es el que permite invocar el derecho constitucional tan
pronto como, una vez conocida la violación, hubiere lugar para ello. y
simultáneamente agotar los recursos utilizables dentro' de la vía judicial
[LOTC art, 44. L letras c) y d); STC 30/1986, fundamento juridico 3.°,
y AATC 4t9f1990. tl211991 y t9511991J. pero. a diferencia de lo
acaecido en los supuestos resueltos en los citados Autos, que inadmitie­
ron sendos recursos de amparo por intentar rechazar al Juez solamente
dcspués de que Su actuación hubiese resultado desfavorable para lbs
intercses de l~ justiciables, en el presente caso la parte no tuvo ocasión
rcal de conocer la exacta composición de la Sala. Pues no se celebró vista
oral, y en la providencia que efectuó la citación para Sentencia
constaban, en el margen, los tres Magistrados que componian Sala para
deliberar y votar el asunto, entre los cuales no se encontraba el senor
Burón. incorporado con posterioridad. Y excede ,de la diligencia
procesalmente exigible a las partes que estas hubieran previsto que,
finalmente, la Sala se iba a componer de cinco Magistrados, por
entender que el acto impugnado procedía de un Ministro (art. 16.3 e)
LJ.C.A.], máxime cuando el proceso contencioso-admiOlstrativo se
había sustanciado Con ocasión del silencio de la Administración. Por
l1nadidura, en la med·ida en que efectivamente el Magistrado cue~tio­
nado fuera suplente. la. Sala habría incumplido el mandato expreso del
arL 202 LOPJ. en términos que no podian ser remediados por la parte
ahora recurrente. .

EtI cuanto al fondo, empero, la alegación del solicitante de amparo
debe ser desestimada. Resulta indudable que el derecho a un Juez
imparcijJ. que garantiza el arto 24.2 cuando enuncia los derechos a un
proceso con todas las garantías y al Juez legal (STC 106/1989, funda­
mento jurídico 2.°, y las que allí se recogen}. se vería conculcado si quien
hubiera ejercido por cualquier titulo la función acusadora en un proceso,
entrara luego a formar parte del Tribunal llamado a juzgarlo. Esta
obscrvación,'- que es predicable de los JUeces. (SSTC ,145/1988
Y 106/1989), lo es también de los miembros del Ministerio Fiscal, como
por lo demás reconoce explícitamente la Ley de Enjuiciamiento Crimi~
nal, que en su arto 54.4 recoge como causa legitima de recusación la de
haber intervenido en el proceso o en alguna de sus incidencias como
Fiscal. No obstante, y frente a la pretensión del recurrente, ha de tenerse
en C'uenta Que la intervención del Magistrado señor Burón se produjo en
un litigio contencioso..administrativo, con un objeto muy distinto de la
causa penal formada e instruida mientras él ocupaba el cargo de Fiscal
General del Estado. El MagIstrado no conoció de la causa penal. sino de
un Iiti~io c~ntencioso-adm,inistra~ivo en ,que se- vino a conlirmar la
resolUCión dictada en una instancia antenor, y que versaba sobre una
cuestión ajena a los hechos enjuiciados como delictivos y a la determina­
ción de sus autores. Ello resulta así relevante para la apreciadón de su
impnrciafidad, que no se encuentra por lo dicho enturbiada en el proceso
contencioso, como consecuencia de haber ocupado el cargo de Fiscai
General.

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Constitucional. POR LA
AGTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTlTUC¡ÓN DE LA NACiÓN
ESPAÑOLA,

Ha decidido

Desestimar el presente recurso de amparo.

Publíqucse esta Sentencia en el ~(Boletín Oficial del Estado».

Dada en Madrid. a veintitres de septiembre de mil novecientos
noventa y uno.-Francisco Tomás y Valiente.-Fernando García Mon y
González·Rcgueral.-Carlos de la Vega Benayas.-JesÚs Leguina
Villa.-Luis Lópcz Guerra.-Vicente Gimeno Sendra.-Firmado y rubri~

cado.


